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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto de 20 de febrero de 2017

Radicación Nro. :
66001-31-05-005-2018-00169-01

Proceso:

Ordinario Laboral  

Demandante:

Carlos Arturo Agudelo Bedoya

Demandado:

Prada y Cía Ltda

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
NULIDAD POR INDEBIDA REPRESENTACIÓN DE UNA DE LAS PARTES / ES D CARÁCTER SUSTANCIA Y NO PROCESAL / MEDIDAS DE SANEAMIENTO / OBLIGACIÓN DEL JUEZ PARA TOMARLAS / INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO.
Consagrada en el numeral 4º del artículo 133 del Código General del Proceso, como un causal de nulidad, la indebida representación de alguna de las partes, se refiere básicamente a la acreditación de la calidad con la que se comparece ante la administración de justicia en nombre de otro, como es el caso de los incapaces o las personas jurídicas que deben comparecer a través de quienes fungen como representantes legales.

Para el doctor Miguel Enrique Rojas Gómez, al comentar el Código General del Proceso, señala que esta causal hace referencia a la representación sustancial y judicial, haciendo notar que ésta última se estructura únicamente por ausencia total de poder. (…)

Para que el juez pueda ejercer su rol de director del proceso está llamado adoptar “las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la agilidad y rapidez de su trámite”, tal como lo prevé el artículo 48 del Código de Procedimiento Laboral.

Ahora, también fueron concebidos en el artículo 42 del Código General del Proceso una serie de deberes que le permiten al juez impartir oportuna y adecuada justicia, dentro de los cuales se cuenta, para el caso que ocupa la atención de la Sala, el de “Adoptar las medidas autorizadas en este Código para sanear vicios de procedimiento o precaverlos, integrar el litisconsorio necesario e interpretar la demanda de manera que permita decidir el fondo del asunto.  Esta interpretación debe respetar el derecho de contradicción y el principio de congruencia”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veinte de febrero de dos mil diecinueve
Acta número___ del 20 de febrero de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación interpuesto por el señor Jorge Antonio López contra el auto proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el once (11) de octubre de 2018, dentro del proceso ordinario laboral que le promueve el señor Carlos Arturo Agudelo Bedoya, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2018-00169-01.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Arturo Agudelo Bedoya que se declare, en virtud del contrato de trabajo que se configuró entre él y Jorge Antonio López, que fue despedido por su condición médica y que por lo tanto es beneficiario de la protección consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, respecto a la cual son solidariamente responsables del empleador las sociedades Prada y Cía Ltda Vigilancia Privada, Previseg Creeme y Temporales con Visión S.A.S.
Previa a la admisión de la acción el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, por auto de fecha 3 de mayo de 2018 instó al actor a que determinara con precisión qué personas jurídicas componían la parte pasiva de la acción, dado que señaló como empleador a la Urbanización Maracay que no cuenta con personería jurídica, según la Secretaría de Planeación de Dosquebradas.
En cumplimiento de tal requerimiento el demandante subsanó la demanda, precisando que la misma iba dirigida en contra de Jorge Antonio López, quien ostenta la calidad de administrador de la Urbanización Maracay,  Prada y Cía. Ltda. Vigilancia Privada - Previseg Creeme y Temporales con Visión S.A.S.   Tal aclaración contó con la anuencia del juzgado, que en providencia de fecha 29 de mayo de 2018 –fl 88- procedió a admitir la demanda.
Luego de remitidas la comunicaciones para efectos de la notificación personal del auto admisorio de la demanda a los llamados a juicio, el señor Jorge Antonio López Alzate compareció ante el Juzgado para estos fines, conforme diligencia visible a folio 93 del expediente. 

Mediante apoderado judicial, el referido demandante dio respuesta a la demanda, como representante legal de la Urbanización Maracay, lo que implicó que no fuera aceptada la contestación, en consideración a que fue vinculado a la litis como persona natural y no en representación de dicha unidad habitacional.  Transcurrido el término concedido para enmendar el yerro advertido, sin pronunciamiento del citado señor, la funcionaria procedió a dar aplicación a las sanciones procesales previstas en parágrafo 3º del artículo 31 del CPT y SS y fijar fecha para la audiencia de que trata el artículo 77 ibídem.
En escrito presentado el 30 de agosto de 2018 el señor Jorge Antonio López Alzate solicitó la nulidad de lo actuado al advertir configurada la causal denominada “indebida representación de una de las partes” toda vez que la demanda debe dirigirse contra la Junta de Acción Comunal del Barrio Maracay del municipio de Dosquebradas y no contra la persona que fue designada como representante legal.   

Fundamenta su pedido en el hecho de que fue ésta organización social la que contrató con las sociedades Prada y Cía. Ltda. Vigilancia Privada - Previseg Creeme y Temporales con Visión S.A.S. los servicios de vigilancia, que afirma el actor prestó en virtud a un contrato de trabajo.

Mediante auto de fecha once (11) de octubre de 2018 el juzgado negó la petición de nulidad, fundamentado en el hecho de que no se configuró la causal invocada, pues el señor Jorge Antonio López Álzate es una persona natural con capacidad para comparecer como demandado en el presente asunto, aclarando que el hecho de que no haya conferido poder adecuadamente, no es razón suficiente para alegar la nulidad del trámite, máxime cuando quien la formula fue precisamente quien dio lugar a ella.

Señaló que cualquier persona está en capacidad de demandar a otra con el fin de exigirle el reconocimiento y pago de acreencias y prestaciones laborales, para lo cual el juez laboral sólo está facultado para exigir el cumplimiento de los presupuestos establecidos en el artículo 25 del Código de Procedimiento Laboral, para adelantar el trámite pertinente que determine la procedencia del derecho reclamado.
Finalmente estima que establecer desde el auto admisorio si el demandado es efectivamente el llamado a satisfacer las pretensiones de la demanda, estaría incurriendo en prejuzgamiento, al paso que advierte la existencia de medios exceptivos que pueden ser utilizados como mecanismos de defensa, los cuales no fueron propuestos por el señor López Álzate. 
Inconforme con la decisión, el incidentista la apeló insistiendo en la carencia de sujeto pasivo debido a la poca técnica con la que fue concebido el líbelo inicial, en tanto que lo señala como empleador, cuando en realidad fue la Junta de Acción Comunal del Barrio Maracay de Dosquebradas a quien el demandante prestó sus servicios personales, organización de quien informó está interesada en intervenir de manera correcta, buscando que se defina el conflicto jurídico que se ha trabado.

Recalca que en los hechos de la demanda se hace alusión que se demanda a Jorge Antonio López Álzate como persona natural, pero todo el documento refiere que “ostenta la calidad de administrador de la Urbanización Maracay”, calidad con la que efectivamente se presentó a juicio, pues no está llamado a responder de otra manera. 
CONSIDERACIONES

Problema jurídico

¿Se configuró una causal de nulidad de las previstas en el artículo 133 del Código General del Proceso, por haberse iniciado la acción laboral en contra de señor Jorge Antonio López Álzate como persona natural cuando en realidad funge como representante legal de la Urbanización Maracay del municipio de Dosquebradas?

Para resolver el problema jurídico que se plantea en este asunto, esta Sala de Decisión considera necesario precisar los siguientes aspectos:
1. DE LA INDEBIDA REPRESENTACIÓN DE LAS PARTES
Consagrada en el numeral 4º del artículo 133 del Código General del Proceso, como un causal de nulidad, la indebida representación de alguna de las partes, se refiere básicamente a la acreditación de la calidad con la que se comparece ante la administración de justicia en nombre de otro, como es el caso de los incapaces o las personas jurídicas que deben comparecer a través de quienes fungen como representantes legales.
Para el doctor Miguel Enrique Rojas Gómez, al comentar el Código General del Proceso, señala que esta causal hace referencia a la representación sustancial y judicial, haciendo notar que ésta última se estructura únicamente por ausencia total de poder.

Ahora para el doctor Hernán Fabio López Blanco esta nulidad se relaciona con la capacidad procesal y se presenta cuando, por ejemplo una persona jurídica comparece por intermedio de quien no es su representante de acuerdo con la Ley  o los estatutos. 
2. DE LOS DEBERES DE LOS JUECES.

Para que el juez pueda ejercer su rol de director del proceso está llamado adoptar “las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la agilidad y rapidez de su trámite”, tal como lo prevé el artículo 48 del Código de Procedimiento Laboral.
Ahora, también fueron concebidos en el artículo 42 del Código General del Proceso una serie de deberes que le permiten al juez impartir oportuna y adecuada justicia, dentro de los cuales se cuenta, para el caso que ocupa la atención de la Sala, el de “Adoptar las medidas autorizadas en este Código para sanear vicios de procedimiento o precaverlos, integrar el litisconsorio necesario e interpretar la demanda de manera que permita decidir el fondo del asunto.  Esta interpretación debe respetar el derecho de contradicción y el principio de congruencia”.
Estas medias hacen referencia especialmente a la obligación que le asiste al juez, no sólo de decidir la controversia puesta a su conocimiento sino también a darle al proceso su cabal orientación y así evitar sentencias inhibitorias.
3. CASO CONCRETO

Es necesario precisar que inicialmente el señor Carlos Arturo Agudelo Bedoya impetró acción laboral tendiente a que se reconociera a la Urbanización Maracay de Dosquebradas como su empleadora para el periodo comprendido entre el 1º de abril de 2016 y el 30 de julio de 2018 y a las sociedades Prada y Cía Ltda Vigilancia Privada - Previseg Creeme y Temporales con Visión S.A.S. como obligadas solidarias respecto a las condenas que puedan ser imputadas a la primera.

En lo referente a la demandada principal, el juzgado de la causa evidenció dentro de la prueba documental aportada, que esta unidad habitación no estaba constituida como una propiedad horizontal por lo tanto carecía de personería jurídica y en ese sentido requirió a la parte actora con el fin de que aclarara la situación respecto a la parte pasiva de la acción, orden que acató el demandante, señalando como su empleador al señor Jorge Antonio López Álzate.   
No obstante lo expuesto, revisado el líbelo inicial con las correcciones del caso, se observa que si bien tuvo lugar la identificación del sujeto pasivo de la acción en la persona de Jorge Antonio López Álzate, de este siempre se precisó que tenía la calidad de administrador de la Urbanización Maracay, pero nunca se indicó que el servicio se prestó exclusivamente a él como persona natural, es más, en el hecho vigésimo noveno de la demanda, se indica que “al no tener personería jurídica la Urbanización Maracay, los coopropietarios consolidaron una junta directiva y el señor Jorge Antonio López quien ostenta la calidad de administrador; lo que en principio podía permitir pensar que todos las personas residentes del sector a quienes el demandante les prestó sus servicios estaban llamadas a responder al no contar la Urbanización con personería jurídica.
No obstante esta situación, la funcionaria de primer grado admitió la acción en contra las demás sociedades y del Jorge Antonio López Álzate, como persona natural, a quien de paso sea dicho le fue notificada dicha providencia, sin hacerle entrega de una copia, tal como se observa a folio 93 del expediente
La anterior precisión era necesaria para justificar la actuación del citado demandado, en tanto que contestó la demanda como representante legal de la Urbanización Maracay, lo que le mereció su inadmisión y la aplicación de las sanciones procesales previstas en el parágrafo 2º del artículo 31 del CPT y S.S., ante la no subsanación de la falencia advertida por el juzgado.
Si bien no cohonesta la Sala con la omisión en que incurrió el señor López Álzate, en tanto que no corrigió la irregularidad puesta de manifiesto en auto de fecha 3 de agosto de 2018 –fls 191 y vto-, lo cierto es que la falta de claridad respecto a la identificación correcta de la persona jurídica que se señala como empleador, obliga a tomar medias de saneamiento para encausar las litis, con independencia de que no se haya corregido la contestación de la demanda o se acudieran a los recursos previstos por la ley para controvertir las actuaciones de primer grado.
En efecto, analizado el libelo inicial, el actor tiene total claridad respecto al hecho de que sus servicios fueron prestados a los residentes de la Urbanización Maracay ubicada en el municipio de Dosquebradas; sin embargo, esa unidad habitacional no cuenta con personería jurídica y representación legal dentro del Régimen de Propiedad Horizontal, por lo que decidió accionar en contra de la personas que fungía como su administrador.
Una vez se dio respuesta al líbelo inicial por parte del señor Jorge Antonio López Álzate, éste precisó que la fue la Junta de Acción Comunal del Barrio Maracay quien contrató los servicios de vigilancia con la empresa de seguridad Prada y Cía. Ltda. –Vigilancia Privada y con la Sociedad por Acciones Simplificada S.A.S. y para ello aportó los contratos de prestación de servicios suscritos con ese fin –fl 163 a 172 –.

Así las cosas, como quiera que la Junta de Acción Comunal del Barrio Maracay cuenta con personería jurídica de conformidad con el artículo 38 de la Ley 743 de 2002 y tiene en la actualidad registrado ante Secretaria de Gobierno del Departamento de Risaralda al señor Jorge Antonio López Álzate como Presidente y Representante Legal –fl 160 a 162-, debe ser esta organización quien concurra en calidad de demandada y no el señor López Álzate, como equivocadamente viene trabándose la litis en la actualidad.
Ahora si bien no se evidencia causal de nulidad que faculte a la Sala a invalidar lo actuado y en ese sentido se confirmará la decisión de primer grado, si se ordenará adicionar la providencia recurrida para declarar que la llamada a juicio es la Junta de Acción comunal del Barrio Maracay de Dosquebradas, a quien deberá serle notificado el auto admisorio de la demanda a través de su representante legal, señor Jorge Antonio López Álzate, quien quedará desvinculado del presente trámite como persona natural.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.  CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 11 de octubre de 2018.
SEGUNDO: ADICIONAR UN ORDINAL a la providencia recurrida así:

SEGUNDO: DECLARAR que la llamada a juicio es la Junta de Acción Comunal del Barrio Maracay de Dosquebradas, a quien deberá notificarse el auto admisorio de la demanda a través de su representante legal, señor Jorge Antonio López Álzate.  

DESVINCULAR al señor Jorge Antonio López Álzate de la presente litis como persona natural.  

Notifíquese y cúmplase.

Integrantes de la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                        En comisión de Servicios
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